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Honorable, Dr, Jorge Jaramillo Villarreal  
Magistrado de la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 

E. S. D. 

 
Referencia: Sustentacion del recurso de apelacion.  
Demandantes: Gustavo Adolfo Aguirre  y otros. 
Demandados: Compañía Mundial de Seguros S.A y otros.  
Radicado: 76-001-31-03-012- 2020-00139-00. 
 
 

Manuela Castro Vargas, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.112.883.453 abogada titulada 

y en ejercicio con Tarjeta Profesional No. 386722 expedida por el Consejo Superior de la 

Judicatura, en calidad de apoderada judicial de las partes demandantes sustento el recurso de 

apelación presentado contra la sentencia No. 266 del 28 de agosto del 2023 proferida por el 

Juzgado 12 Civil del Circuito de Cali 

 

1) Sustentación del recurso. 

 

2.1) Sustentación del primer reparo: La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia 

SC-48032019 (73001310300220090011401), nov. 12/19 fijó como criterio que para la 

liquidación del lucro derivado de la pérdida de capacidad su cuantificación debe hacerse 

tenido en cuenta salario mínimo legal mensual vigente al momento de la liquidación. 

Para la Corte, a pesar de que el trabajador al momento del accidente devengara un salario 

menor al mínimo legal vigente, no significa que con deba realizarse la liquidación del lucro 

con un salario menor, ya que la finalidad de la indemnización y de la cuantificación del lucro 

deviene del principio de reparación integral; Así ya probados y demostrados las afectaciones 

a la víctima debe restablecerse el patrimonio agravado por la parte que lo ocasionó. 

Así como lo establece la mencionada sentencia: 

La utilización de la remuneración mínima en la jurisprudencia es de vieja data, soportada en 

pautas de equidad y sentido común, con el fin de evitar que la indemnización se pierda en 

divagaciones probatorias, al paso que garantiza la protección de la víctima.1 

Por lo cual, el liquidar a Gustavo Adolfo Aguirre con un valor de $922.146, basándose en la 

actualización que ha realizado el juzgado conforme el IPC, va en contra del principio de 

reparación integral a la víctima y desconoce el precedente judicial que desde otrora ha 

indicado que el salario debe siempre actualizarse, pero que, en todo caso, como mínimo debe 

corresponder al salario mínimo legal mensual vigente.  

 
LUCRO CESANTE CONSOLIDADO:  
 
Salario al momento del accidente: 807.630. 
Actualización del juzgado: 922.146  
Salario mínimo legal Vigente: 1.160.000 
Salario más prestaciones Sociales: 1.160.000 * 25%: 1.450.000 
INGRESO PARA LIQUIDAR: 1.450.000 
 
 
S = Ra (1 + i) n – 1 
          ___________________ 
                         i 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia en Sentencia SC-48032019 (73001310300220090011401), nov. 12/19. 
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LCC = $1.450.000 * 1.004867 70 -1 
                                   _____________ 
                                    0.004867 
 
LCC= $ 120.586.845 

 
El juzgado utilizó los siguientes parámetros para realizar esta liquidación:  
 

 
 

El a quo se equivoca, toda vez que el salario nunca se actualizó, solo tomó el salario mínimo 

del 2019 y le aumentó el 25% de factor prestacional; como se indicó anteriormente, desconoce 

el precedente de La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia que ha establecido que para la 

liquidación del lucro derivado de la pérdida de capacidad para fines de su cuantificación debe 

ser tenido en cuenta salario mínimo legal mensual vigente al momento de la liquidación. 

Además, desconoció que el lucro cesante consolidado se liquida con la totalidad del salario, 

no se le aplica el porcentaje de pérdida de capacidad.  

 

2.2) Sustentación del segundo reparo: se liquidó en indebida forma el lucro cesante futuro 
reconocido a favor de Gustavo Adolfo Aguirre. Falta de aplicación del precedente judicial de 
la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia. La liquidación del lucro cesante consolidado y 
futuro debe ser con base en el salario mínimo legal vigente al momento de la liquidación.  
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LUCRO CESANTE FUTURO. 
 
Edad de Gustavo Adolfo Aguirre al momento del accidente: 23 años. 
Salario Actualizado y factor prestacional: 1.450.000 
PCL: 12,50% 
Cuantificación de pérdida de capacidad laboral: 1.450.000 *12,50%: 181.250  
Promedio de vida Resolución 1555 de 2010: 685,2 meses.  

 
LUCRO CESANTE FUTURO: A los 685,2 meses de promedio de vida, se debe restar los meses 
de lucro cesante consolidado de 70 meses, para quedar un total de lucro cesante futuro por 
liquidar de 615,2 meses.   
  
S = Ra (1 + i)n – 1 
___________________ 
                 i(1 + i)n 
 
 
LCF = $181.250      *         1.004867 615,2-1 
                                    ___________________________ 
                                    0.004867* (1, 004867 615,2) 
 
 
 
LCF= $35.362.080 
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Solicito al tribunal efectuar la liquidación con base en el salario mínimo vigente más el factor 

prestacional (25%) al proferir la sentencia de segunda instancia. Y respecto del Lucro cesante 

consolidado, sea liquidado con la totalidad de dicho salario.  

2.3) Sustentación del tercer reparo: se incurrió en falta de aplicación del precedente judicial de la 

Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia.  

El resarcimiento debe ser concreto, pleno y en equidad. Además, debe extenderse hasta el 

momento del pago y reclama aplicar los criterios técnicos actuariales en su valoración. Al 

respecto señala la Corte en Sentencia de 12 de diciembre de 2017, exp. 2008-00497-0 l. 

“Pretende el legislador restablecer el equilibrio aniquilado por el hecho lesivo y dejar al «sujeto 

perjudicado en una situación lo más parecida posible a aquélla en la que se encontraría de no haber 

ocurrido el daño». Acreditada la responsabilidad civil, el juez «tendrá que cuantificar el monto de 

la indemnización en concreto, esto es que habrá de tomar en consideración todas las circunstancias 

específicas en que tuvo lugar el daño, su intensidad, si se trata de daños irrogados a las personas o 

a las cosas, y la f arma adecuada de resarcir el perjuicio”  

Jurisprudencia que reconoce la actualización: 

En la sentencia STC13326 de 05 de octubre de 2022, en un caso donde del Tribunal de Cali 

actualizó  la suma asegurada de la siguiente manera: “Para atender la apelación del 

demandante en desarrollo del Art. 16 de la Ley 446 de 1998, la Sala aprecia que por criterio 

actuarial debe accederse a la indexación de los valor es respecto (….) del límite asegurado 

por la muerte de una persona ($50.000.000), indexados o actualizados desde cuando 

ocurrió el accidente (27 de octubre de 2004) a la fecha del último IPC que ha publicado el 

Dane, usando la misma fórmula anterior, resultando entonces: VR = VH x (IPC actual 

disponible – Julio/2022/IPC inicial - Octubre/2004)16, entonces VR = $50.000.000 

(120.27/55.66) = $108.039.885, valor que debe reconocer la Aseguradora llamada en 

garantía Allianz Seguros S.A”  

La compañía Allianz seguros presentó tutela ante la sala civil de la corte y esta negó el 

amparo con el siguiente fundamento: “Así las cosas, no se observa el desafuero jurídico 

que se enrostró a los falladores encartados. Por el contrario, la providencia criticada se 

basó en una motivación que no es producto de la subjetividad o el capricho”, 

El a quo condenó al pago por concepto de daño emergente, por los siguientes montos:  

 

 

Para un total de: $2.610.005 

 

IPC noviembre de 2017 (IPC inicial): 96,55 

IPC julio de 2023(IPC final): 134, 45 
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Depreciación: $ 2.610.005 * (IPC inicial / IPC final) = $1.874.272  

 

2.3) Sustentación del cuarto reparo: En el presente caso existe póliza de responsabilidad civil 

extracontractual básica para vehículos de servicio público que amparaba a las víctimas 

indirectas con cobertura de RCE de 80 salarios mínimos mensuales.  

Hoy 1 de agosto de 2023, si depreciamos las sumas aseguradas al momento de la celebración de 

la póliza podemos observar cuanto es lo que realmente estuviera asegurando sino se indexa. Por 

ejemplo, si no actualizamos la suma asegurada podemos verificarlo: 

 

IPC noviembre de 2017 (IPC inicial): 96,55 

IPC julio de 2023(IPC final): 134, 45 

 

Depreciación: $ 80.000.000 * (IPC inicial / IPC final) = $57.448.865.  

 

Con lo anterior podemos concluir que si la aseguradora es condenada solamente a los 

$80.000.000 en la póliza de realmente la suma asegurada en el año 2017 seria $57.448.865 y 

el patrimonio del asegurado y la indemnización de las víctimas se vería afectada. Además, 

el juez debe tener presente que con esta suma asegurada la aseguradora trabajó generando 

rendimientos por casi 6 años, sin que hasta la fecha realizar ningún ofrecimiento para 

salvaguardar el patrimonio del asegurado. 

 

Artículos del Código de Comercio: en ninguno de ellos se establece prohibición de indexar 

la suma asegurada. 

 

La indexación es después de la sentencia: la corrección monetaria es desde el momento en 

que se celebra el contrato, porque la moneda estipulada que es el riesgo asegurado del 

asegurado empieza a verse desmejorado por el paso del tiempo. 

 

Jurisprudencia que reconoce la actualización: 

 

En la sentencia STC13326 de 05 de octubre de 2022, en un caso donde del Tribunal de Cali 

actualizó  la suma asegurada de la siguiente manera: “Para atender la apelación del 

demandante en desarrollo del Art. 16 de la Ley 446 de 1998, la Sala aprecia que por criterio 

actuarial debe accederse a la indexación de los valor es respecto (….) del límite asegurado 

por la muerte de una persona ($50.000.000), indexados o actualizados desde cuando 

ocurrió el accidente (27 de octubre de 2004) a la fecha del último IPC que ha publicado el 

Dane, usando la misma fórmula anterior, resultando entonces: VR = VH x (IPC actual 

disponible – Julio/2022/IPC inicial - Octubre/2004)16, entonces VR = $50.000.000 

(120.27/55.66) = $108.039.885, valor que debe reconocer la Aseguradora llamada en 

garantía Allianz Seguros S.A”  

 

La compañía Allianz seguros presentó tutela ante la sala civil de la corte y esta negó el 

amparo con el siguiente fundamento: “Así las cosas, no se observa el desafuero jurídico 

que se enrostró a los falladores encartados. Por el contrario, la providencia criticada se 

basó en una motivación que no es producto de la subjetividad o el capricho”., 

  

En sentencia del 25 de mayo de 2023 con ponencia del Dr. Julián Villegas, la Sala Civil del 

Tribunal decidió actualizar la suma asegurada de la siguiente manera:  
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Y en sentencia del 22 de noviembre de 2022 en el proceso con radicado 76-001-31-03-001-

2018-00228-01 (2787), realizo la actualización de la suma asegurada. 

El artículo 16 de la ley 446 de 1998 dispone que:  

 

“Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de 

Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas atenderá los 

principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales”. 

Negrillas fuera de texto. 

 

Es procedente la actualización de la cobertura de las pólizas de seguros existente dentro 

del proceso, toda vez que, dentro de los criterios de reparación integral, equidad y justicia 

para las víctimas demandantes no es lo mismo, una condena con las coberturas de las 

pólizas a salarios de 2018 que el ser actualizadas al año 2023. 

 

Se es claro que el transcurso del tiempo, las condiciones de inflación y la pérdida del valor 

del dinero en el tiempo, son situaciones que afectan el debido resarcimiento de las 

víctimas, como la afectiva reparación integral de las mismas, ya que, a lo largo de 4 años, 

las mismas han tenido que soportar el desgaste judicial y cargas que en ningún momento 

debieron soportar por imprudencia del conductor demandado. 

 

2.4) Sustentación del quinto reparo:  En la sentencia SC5340-2018 de la corte suprema de 

justicia ha establecido lo siguiente: 

“Tasación de conformidad con la incidencia directa que tienen las lesiones físicas con la aflicción 

emocional. Reiteración de las sentencias de 17 de noviembre de 2016. Diferencia con el daño a la 

vida de relación. Reiteración de la sentencia de 19 de diciembre de 2017. (SC5340-2018; 07/12/2018)  

“Frente a lo anterior, bajo la égida de que en el proceso sólo logró acreditarse un tratamiento que se 

extendió por unos pocos meses y sin evidencia de secuelas permanentes, no se advierte razón para 

colegir que una reparación como la concedida fuera insuficiente para compensar las angustias y 

desosiego que experimentó el actor por el traumatismo. 

En todo caso, conviene tener a la vista que esta Corporación, para eventos de daños permanentes 

con comprobada trascendencia en la vida de los afectados, ha accedido a reparaciones morales de 

$50.000.000 (SC16690, 17 nov. 2016, rad. n.° 2000-00196-01) y $60.000.000 (SC9193, 28 jun. 

2017, rad. n.° 2011-00108-01), equivalentes a 72,5 y 81,3 salarios mínimos vigentes para la fecha 
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de las condenas, respectivamente, razón por la que 20 smlmv no se advierte como una indemnización 

desatinada en un caso con consecuencias temporales.” 

- Error de derecho por indebida aplicación del precedente judicial de la Sala Civil de La 

Corte Suprema de Justicia. Se desconoció la magnitud de la afectación familiar al estar 

privados no solo de la posibilidad de compartir momentos placenteros con la víctima sino 

tener que soportar de por vida las nuevas condiciones familiares del día a día, por la 

situación familiar derivadas de la condición de debilidad manifiesta del demandante por 

sus limitaciones no solo físicas sino mentales, que lo obligará a estar sometido a 

tratamientos y medicamentos psiquiátricos para tener condiciones de vida digna.  

 

La corte ha manifestado lo siguiente: 

 

“para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la 

determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, 

tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los perjudicados, 

intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores 

incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador”. 

(…) 

 

Para concluir, en preservación de la integridad del sujeto de derecho, el resarcimiento del 

daño moral no es un regalo u obsequio gracioso, tiene por causa el quebranto de intereses 

protegidos por el ordenamiento, debe repararse in casu con sujeción a los elementos de 

convicción y las particularidades de la situación litigiosa según el ponderado arbitrio 

iudicis, sin perjuicio de los criterios orientadores de la jurisprudencia, en procura de una 

verdadera, justa, recta y eficiente impartición de justicia, derrotero y compromiso 

ineludible de todo juzgador”2 

 

 

El Tribunal de Medellín en un estudio juicioso sobre la cuantía reconocida por la corte 

suprema en el perjuicio moral concluyó que siempre ha estado alineado a los 100 salarios 

mínimos del Consejo de estado: 

 

 
 

  

 

Pero además de lo anterior a la sentencia le faltó el análisis de la SC3728-2021 

del 26 de agosto de 2021 con ponencia de la magistrada Hilda González 

                                                           
2 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 18 de septiembre de 2009, Ref: 20001-3103- 005-2005-00406-01, MP William 
Namén Vargas. 
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Neira, quien condenó a favor del padre de un lesionado grave la suma de 

$150.000.000, que equivalía a 165 salarios mínimos mensuales vigentes. 

 

Además, el Tribunal de Cali ha condenado de la siguiente manera:  la suma 

de $90.000.000 en sentencia del 12 de julio de 2018 dentro del radicado 013-

2016-00287-01, la suma de $70.000.000 en sentencia de 28 de marzo de 2017 

dentro del radicado 007-2015-00281-01.  Son sentencias de hace más de 5 

años, que se deben actualizar a la realidad económica del país a mínimo 

$100.000.000, porque si depreciamos cada una de esas sumas nos dan 

aproximadamente la mitad. 

 

En el presente caso no es razonable y a toda luz desconcertante teniendo en cuenta la pérdida de 

capacidad laboral además de la edad de la víctima y de sus padres, que implican no solo una 

afectación a Gustavo Adolfo Aguirre en su desarrollo personal y social, sino también el daño 

familiar que se ocasiona cuando una persona sufre lesiones. No es razonable que se le reconozca 

a la víctima 10,3  salarios, 4.3 salarios a la madre, y 4,3 salarios al padre, a pesar de que se 

evidenciaron fuertes lazos de unión familiar, el apoyo sentimental y el dolor de ver las lesiones 

físicas, la angustia de Gustavo Adolfo Aguirre al ser rechazado de los empleos a los que aplica, 

pues este siendo hijo único y con la avanzada edad de sus padres, le ha causado crisis de estrés, 

tristeza y angustia desde el momento del accidente hasta la fecha, producidas por la alteración 

física producida por el accidente, que no le permite tener ni salud física, ni mental, afectando 

drásticamente la esfera emocional de su núcleo familiar.  

 

- Error de hecho por indebida valoración de la prueba documental y testimonial que 

demuestran un daño que amerita una mayor tasación del daño moral para la demandante. 

 

Los padres de Gustavo Adolfo Aguirre han sufrido dolor intenso desde que se dieron 

cuenta de las lesiones permanentes de su ser querido.  

 

Se trata de un caso de hace casi 6 años y a la fecha Gustavo Adolfo Aguirre tiene que 

soportar las consecuencias de las lesiones, las de su cuerpo que no le permiten llevar una 

vida normal.  

 

Como se pudo observar en la audiencia las víctimas aún sienten mucho dolor tristeza y 

sufrimiento por aquella desafortunada tragedia que sigue causándole dolor y sufrimiento 

a los demandantes.   

 

Con la sentencia de primera instancia evidentemente se desconoció de la realidad 

probatoria respecto del daño efectivamente demostrado y el precedente judicial sobre 

cuantificación de perjuicios que implicaba una consideración diferente. Por tanto, solicito 

al tribunal incrementar la condena de acuerdo con el principio de equidad y de reparación 

integral a la que tienen derecho las víctimas.  

 

2.5) Sustentación del sexto reparo: En la sentencia SC5340-2018, la corte suprema de justicia 

establece lo siguiente: 

DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN-Definición. Reiteración de la sentencia de 19 de diciembre de 

2017. La determinación del daño debe atender a condiciones personales de la víctima. Reiteración 

de la sentencia de 6 de mayo de 2016. Inmerso en el daño moral. Reiteración de la sentencia 9 de 

diciembre de 1989. Independencia frente el daño moral a partir de la sentencia 13 de mayo de 2008. 

Evolución jurisprudencial. Reiteración de las sentencias de 20 de enero de 2009, 9 de diciembre de 

2013, 5 de agosto de 2014, 6 de mayo, 17 de noviembre, 7 de diciembre de 2016, 28 de junio y 19 de 

diciembre de 2017. (SC5340-2018; 07/12/2018)  
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“Aplicadas estas consideraciones al sub examine se concluye que el Tribunal se equivocó al 

subsumir, dentro de la reparación por el daño moral, la relativa a la vida de relación, pues con ello 

desconoció la comprensión actual sobre el alcance del deber resarcitorio, que propugna por su 

separación y, en consecuencia, por la necesidad de imponer condenas disímiles para cada uno de 

ellos.” 

“En consecuencia, ante la ausencia de certeza sobre la forma en que se torpedeó la interacción social 

del demandante, resulta inviable acceder a una condena por este aspecto, ya que para esto habría que 

hacer juicios hipotéticos que impiden la configuración del deber de reparar. Recuérdese que « [l]a 

condición de reparabilidad está dada por la certidumbre y gravedad suficiente del daño y no por 

pertenecer a alguna subcategoría específica».” 

Respecto a la tasación de estos en sentencia SC3728-2021 del 26 de agosto de 2021 con ponencia 

de la magistrada Hilda González Neira se concedió haciendo un correcto análisis factico concluyó:  

                            

La a quo se equivocó al tasar el monto correspondiente al daño a la vida de relación para 

los demandantes a pesar de que los mismos demostraron que las lesiones de Gustavo 

Adolfo Aguirre alteraron por completo las dinámicas personales y familiares, El daño a la 

vida de relación se presenta cuando la víctima sufre una alteración psicofísica que le 

impide o dificulta gozar de actividades rutinarias o bienes de la vida que disfrutaba antes 

del hecho lesivo. 

 

Es evidente observando la realidad fáctica de una familia compuesta por la víctima y sus 

padres de edad avanzada, que la carga de cuidar y sustentar económicamente a Gustavo 

Adolfo Aguirre, siendo este antes del accidente, quien los apoyaba en todos los aspectos 

incluido el económico y que ahora no le es posible dadas sus lesiones físicas derivadas del 

accidente de tránsito que alteraron completamente las dinámicas familiares.  

 

Para Gustavo Adolfo Aguirre las lesiones permanentes que tiene le han significado la 

privación de la posibilidad de realizar actividades como ir al gimnasio, bailar, practicar 

deportes, viajar, escuchar música o realizar actividades rutinarias implica la existencia de 

un perjuicio resarcible.  

 

 Al ser una familia pequeña y unida se dividían las actividades para ayudar Gustavo 

Adolfo Aguirre en todo el tiempo de su recuperación también posterior a ello así, los 

mismos tuvieron que dejar de lado sus activades rutinarias para poder ayudar a su 

familiar.  
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Es importante indicar que Gustavo Adolfo Aguirre para la fecha del accidente era una 

persona muy joven de solo 23 años, que quedó con perturbaciones de carácter permanente 

según definición de secuelas por parte de medicina legal.  

 

Conforme a lo anterior era realmente justificado conceder ajustadamente los demandantes 

este perjuicio considerando el grado de afectación de las condiciones de vida de estos.  

 

2.6) Sustentación del séptimo reparo: Sobre la procedencia de la condena de los intereses 

referidos la Sala civil de la Corte Suprema de Justicia ha establecido en su doctrina 

probable lo siguiente: 

“si el asegurado o beneficiario cumple los requisitos que le impone el artículo 

1077 del Código de Comercio, desde ese momento surge para el asegurador la 

obligación de pagar, dentro del mes siguiente, el monto del siniestro. Si el 

deudor no realiza pronunciamiento alguno, se entiende que tal omisión 

comporta aceptación de la obligación y, por tanto, la póliza presta mérito 

ejecutivo en la forma y términos establecidos en el numeral 3º del artículo 1053 

ibídem. 

(…)  

En caso de que el asegurador objete la reclamación y el asegurado o el 

beneficiario promuevan un proceso en su contra para obtener el pago del 

seguro, entonces la compañía aseguradora deberá acreditar a través de sus 

excepciones que aquella objeción era seria y fundada, en cumplimiento de la 

carga probatoria que le impone la parte final del artículo 1077, a cuyo tenor “el 

asegurador deberá demostrar los hechos o circunstancias excluyentes de su 

responsabilidad”; y solo en el evento de que sus defensas prosperen estará 

eximido del pago de la prestación.  

De ahí que al no demostrar en el proceso que su objeción fue seria y fundada, 

el ad quem estaba compelido a declarar –como lo hizo– las consecuencias 

jurídicas de aquella culpa, lo que en modo alguno puede ser confundido con 

el tipo de responsabilidad objetiva al que hizo alusión el impugnante. Tampoco 

puede afirmarse que la obligación surge a partir del momento en que el fallo 

de condena queda ejecutoriado, o que antes de esa fecha no existía la 

obligación, pues ese argumento solo sería de recibo para las sentencias 

constitutivas y no así para las declarativas de condena, dado que estas últimas, 

por referirse a momentos anteriores a aquél en que se pronuncian, tienen 

carácter retrospectivo, tal como lo han aclarado jurisprudencia y doctrina en 

unidad de criterio”.  

Estos intereses la juez debía concederlos porque están demostrados los requisitos para su 

reconocimiento y fueron solicitados. Sin embargo, el A quo lo niega porque consideró que 

solo se reconoce cuando la sentencia condenatoria este ejecutoriada. Interpretación que 

simplemente haría ilusoria dicha normatividad, pues las aseguradoras si abstienen de 

pagar a los beneficiarios de las pólizas ningún riesgo asumirían por su comportamiento 

negligente, pues al fin y al cabo ninguna sanción asumiría.  

- Error de hecho por indebida valoración probatoria de los documentos: informe de tránsito 

(prueba del siniestro), historia clínica (daño) dictamen de calificación de pérdida de 

capacidad laboral  y de medicina legal.  

Ahora bien, es cierto que los perjuicios inmateriales son de criterio del juez y corresponden al 

arbitrio judicial. Sin embargo, tal circunstancia no puede constituir un obstáculo insalvable que se 
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torne en nulo la aplicación del artículo 1080 para que la víctima tenga derecho a percibir los 

intereses por el no pago oportuno de la aseguradora.  

Le solicito al tribunal que por lo menos condene al pago de los intereses sobre el valor 

correspondiente al lucro cesante, pues sobre este no existe ninguna incertidumbre y están 

debidamente probado con la calificación y la certificación de ingreso.  

- Los intereses operan en exceso de la cobertura de la póliza. 

 

El artículo 1080 del Código de Comercio establece el plazo para el pago de la 

indemnización e intereses moratorios respecto de la compañía aseguradora; sin embargo, 

en el primer inciso establece lo siguiente: 

 

“El asegurador estará obligado a efectuar el pago del siniestro dentro del mes siguiente a 

la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aun extrajudicialmente, su derecho 

ante el asegurador de acuerdo con el artículo 1077. Vencido este plazo, el asegurador 

reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, además de la obligación a su cargo y 

sobre el importe de ella, un interés moratorio igual al certificado como bancario 

corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad.” 

 

El artículo hace hincapié en que a pesar de que el asegurador, en este caso Compañía 

Zúrich Colombia Seguros S.A.,  se vea obligada solo hasta la cobertura de la póliza, 

también tiene la obligación de que cuando se venza el plazo en que el asegurado deba 

efectuar el pago del siniestro. 

 

2.7) Sustentación del Octavo reparo: La juez condenó a intereses moratorios civiles del 6%, 

cuando debió condenar a los intereses de mora comerciales a la tasa máxima legal 

permitida aumentada a la mitad, por la sencilla razón de que el contrato de seguro es un 

contrato comercial y como tal se le debe aplicar las normas del Código de Comercio. 

 

Esto decidió el despacho:  

 

Esto dice la norma.  

El artículo 1 indica: 

 

APLICABILIDAD DE LA LEY COMERCIAL. Los comerciantes y los asuntos 

mercantiles se regirán por las disposiciones de la ley comercial, y los casos no regulados 

expresamente en ella serán decididos por analogía de sus normas. 

Y el artículo 20 señala: 

10) Las empresas de seguros y la actividad aseguradora; 

11) Las empresas de transporte de personas o de cosas, a título oneroso, cualesquiera que 

fueren la vía y el medio utilizados; 
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En estos términos dejo sustentado el recurso de apelación presentado por la parte demandante y 

solicito al tribunal modificar la sentencia de acuerdo con los reparos formulados y la presente 

sustentación.   

  

Atentamente, 

 

 

 

  

_____________________________ 

Manuela Castro Vargas 

C.C. No. 1.112.883.453 de Cali Valle 

T.P. No. 386722 del CSJ. 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 


